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          AUSENCIA DE LA VULNERACIÓN ARGÜIDA. [S]i bien en la actualidad el Ministerio de Agricultura es la entidad que se encuentra encargada de la custodia y guarda de la información laboral dejada por el extinto INCORA, no se traduce ello en el deber de adelantar gestiones de carácter laboral que por orden lógico le correspondían a esa última en condición de empleadora, y mucho menos con sustento en normas que ya han perdido su vigencia con el pasar del tiempo, pretermisión que fue pasada por alto por la actora, no solo ante la pasividad para solicitar la práctica del examen de retiro, sino por acudir después de tanto tiempo a la solicitud de amparo constitucional, no comparte entonces la Sala el criterio planteado por quien representa sus intereses, toda vez que el hecho generador de la transgresión alegada no es en sí la ausencia de respuesta a su petición, sino la negativa a dar trámite y efectivización a una solicitud que dejó fenecer.
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ASUNTO:
Se pronuncia la Sala en torno a la impugnación interpuesta por el apoderado judicial de la señora MARLENE LÓPEZ VELÁSQUEZ, contra el fallo proferido por el Juzgado Sexto Penal del Circuito de Pereira el 8 de septiembre de 2017, mediante el cual negó la solicitud de amparo invocada por el recurrente en contra del MINISTERIO DE AGRICULTURA. 
ANTECEDENTES:
Manifestó el accionante que su representada trabajó para el extinto Instituto Colombiano de la Reforma Agraria –INCORA- desde el 1º de septiembre de 1988 hasta el 30 de junio de 2003. 
Mediante escrito del 16 de junio de 2016 solicitó al Ministerio de Agricultura, entre otras cosas, un certificado de tiempo de servicios, sueldos y prestaciones sociales devengados durante su vinculación con la extinta Institución, además, pidió que se le practicara el examen médico de retiro y el respectivo certificado de salud. 
La entidad dio respuesta el 14 de octubre de 2016, en la que sólo hubo pronunciamiento respecto a los certificados laborales para el trámite de bono pensional, pero en lo referente a la solicitud del examen médico de egreso guardó silencio. 

Más adelante, mediante oficio del 8 de febrero de 2017 informó esa Cartera Ministerial que una vez revisada la historia laboral de la señora López Velásquez, se constató que no reposa ninguna información respecto de la valoración médica realizada por el INCORA, pero tampoco se entrevé ninguna intención de practicarle el examen, lo que implica una falta de contestación de fondo, toda vez que a criterio suyo, es obligación de ese Ministerio, al asumir la responsabilidad de la desaparecida entidad, realizar el aludido examen.  

PRETENSIONES:
Con base en los hechos narrados, solicitó el accionante que se tutelen los derechos fundamentales de petición, seguridad social, trabajo, debido proceso y habeas data de su prohijada, y en consecuencia, se ordene al Ministerio de Agricultura la reconstrucción de la hoja de vida de la señora Marlene López Velásquez, con la realización del examen médico de egreso.  

SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA: 
El Juzgado Sexto Penal del Circuito de Pereira avocó el conocimiento de la actuación el día 28 de agosto de 2017, y ordenó correr traslado del escrito de tutela y sus anexos al Ministerio de Agricultura para que ejerciera su derecho de defensa.
Posteriormente, al efectuar el estudio de la situación fáctica planteada, resolvió mediante sentencia del 8 de septiembre de 2017, negar el amparo de los derechos constitucionales reclamados por la parte accionante, toda vez que de la verificación del contenido de los documentos allegados con el escrito de tutela, constató el Juez de primera instancia que el Ministerio de Agricultura cumplió con su deber de pronunciarse de fondo respecto de la petición elevada por la señora Marlene. 
Ahora, en lo concerniente a la solicitud del examen de egreso, también encontró el A quo que el Ministerio explicó la razón por la cual era inviable su entrega, y es que en los registros que allí reposan del extinto INCORA, no existe el pretendido examen. Ahora, no se acreditó el requisito de inmediatez respecto de la pretensión de emitir ese tipo de orden por vía de tutela, puesto que lo que se pretende es la práctica de un examen por haberse retirado de una entidad hace más de 17 años; sumado a lo cual, la acción de tutela, argumentó el Cognoscente, no fue diseñada para suplir los demás mecanismos de defensa judicial que contempla la ley, salvo que se pretenda evitar la consumación de un perjuicio irremediable, lo que no se comprobó en este caso.    

Entonces, a criterio del Juez de primer grado, las afirmaciones realizadas por parte de la entidad accionada, involucran una respuesta de fondo a la solicitud incoada, pese a no haber satisfecho la expectativa del accionante.  

Tampoco existió una vulneración del derecho fundamental al habeas data, pues este consiste en la posibilidad de conocer, actualizar y rectificar las informaciones que reposan respecto de determinada persona en una entidad, pero es que allí no existe tal información, por lo tanto, tiene la posibilidad de obtener los mismos a través de la activación de otro mecanismo de defensa diferente a este.
IMPUGNACIÓN:
El día 14 de septiembre de 2017 el abogado que representa judicialmente los intereses de la señora Marlene López Velásquez, allegó escrito impugnando la decisión de primera instancia, memorial en el cual expuso que la petición presentada ante el Ministerio de Agricultura fue clara al pedir que se hiciera entrega del examen médico de egreso, y que en caso de no contar con el mismo, se adelantaran las gestiones pertinentes para su realización, sin embargo, acerca de la misma sólo recibió respuesta el 5 de septiembre del año que transcurre, en la cual se le indicó por parte de la accionada Cartera Ministerial, que no tenía la intención de acceder a su solicitud de llevar a cabo la implorada valoración.
Ahora, aunque la accionada le ha dicho que existe un término de 5 días desde el retiro para la realización del examen de egreso, ello ocurre sólo cuando al trabajador se le ha citado para ese fin, y en caso de no ser así, no existe ningún tipo de término contemplado para su práctica.  
También argumentó que el requisito de la inmediatez no es exigible en las tutelas cuando lo que se invoca es el derecho de petición, y de ser así, no puede olvidarse la permanencia de la transgresión en el tiempo, en ese sentido, el desconocimiento de su derecho tuvo inicio desde la solicitud que se presentó ante el Ministerio de Agricultura en el año 2016, ante su respuesta “carente de fondo”. 
Así mismo, los argumentos expuestos por el Ministerio de Agricultura cuando en su respuesta le atribuye a la señora Marlene la responsabilidad de la no realización del examen de retiro no pueden ser de recibo, pues no reposa en su historia ninguna constancia de que se le haya citado para la realización del mismo. 
Finalmente, expresó su inconformidad con que la accionada haya hecho alusión en la respuesta a su petición, a una sentencia de la Corte Suprema de Justicia de la cual sus hechos no encuentran ninguna relación con los que ha puesto en consideración respecto de su representada.

Bajo los argumentos expuestos, reiteró la solicitud realizada en su escrito inicial. 

CONSIDERACIONES DE LA SALA:
1. Competencia: 

Esta Sala de decisión se encuentra funcionalmente habilitada para desatar la impugnación interpuesta de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1382 de 2000. 
2. Problema jurídico: 

En el presente asunto le corresponde a la Sala determinar si como afirma el accionante, el Ministerio de Agricultura ha desconocido los derechos fundamentales invocados en favor de su prohijada, de manera que deba revocarse la decisión de primer grado, o si contrariamente dicha sentencia resulta acertada conforme a las pruebas arrimadas al expediente.  

3. Solución: 

El amparo previsto en el artículo 86 Superior como mecanismo procesal, tiene por objeto la eficaz, concreta e inmediata protección de los derechos constitucionales fundamentales en una determinada situación jurídica cuando éstos sean violados o se presente amenaza de conculcación.

Es pertinente recordar que la acción constitucional tiene un propósito claro, que no es otro que brindar a la persona protección inmediata y subsidiaria para asegurar el respeto efectivo de los derechos fundamentales que se le reconocen
; consiste en una decisión de inmediato cumplimiento, para que la persona respecto de quien se demostró que vulneró o amenazó conculcar derechos fundamentales, actúe o se abstenga de hacerlo; denota entonces la importancia que tiene la orden de protección para la eficacia del amparo, ya que sería inocuo que pese a demostrar el desconocimiento de un derecho fundamental, el Juez no adoptara las medidas necesarias para garantizar materialmente su goce.  
El artículo 23 de nuestra Constitución Política establece que: “Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades por motivos de interés general o particular y a obtener pronta resolución. (…)", pues su ejercicio es una manifestación más de otros derechos, como lo son el derecho a la información, la libertad de expresión, el acceso a documentos públicos, y a la participación de los ciudadanos en la toma de decisiones que pueden afectarlos de manera individual o colectiva.  
En ese orden de ideas, y como lo ha desarrollado la jurisprudencia constitucional, el alcance e importancia del derecho de petición radica en una pronta respuesta por parte de la autoridad ante la cual ha sido elevada la solicitud, y que ésta sea de fondo sin importar que sea favorable o desfavorable a los intereses del solicitante:

“a) El derecho de petición es fundamental y determinante para la efectividad de los mecanismos de la democracia participativa. Además, porque mediante él se garantizan otros derechos constitucionales, como los derechos a la información, a la participación política y a la libertad de expresión.

b) El núcleo esencial del derecho de petición reside en la resolución pronta y oportuna de la cuestión, pues de nada serviría la posibilidad de dirigirse a la autoridad si ésta no resuelve o se reserva para sí el sentido de lo decidido.

c) La respuesta debe cumplir con estos requisitos: 1. oportunidad 2. Debe resolverse de fondo, clara, precisa y de manera congruente con lo solicitado 3. Ser puesta en conocimiento del peticionario. Si no se cumple con estos requisitos se incurre en una vulneración del derecho constitucional fundamental de petición.

d) Por lo anterior, la respuesta no implica aceptación de lo solicitado ni tampoco se concreta siempre en una respuesta escrita.

(…)
g) En relación con la oportunidad de la respuesta, esto es, con el término que tiene la administración para resolver las peticiones formuladas, por regla general, se acude al artículo 6º del Código Contencioso Administrativo que señala 15 días para resolver. De no ser posible, antes de que se cumpla con el término allí dispuesto y ante la imposibilidad de dar una respuesta en dicho lapso, la autoridad o el particular deberá explicar los motivos y señalar el término en el cual se realizará la contestación. Para este efecto, el criterio de razonabilidad del término será determinante, puesto que deberá tenerse en cuenta el grado de dificultad o la complejidad de la solicitud. Cabe anotar que la Corte Constitucional ha confirmado las decisiones de los jueces de instancia que ordenan responder dentro del término de 15 días, en caso de no hacerlo, la respuesta será ordenada por el juez, dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes. (…)
 
” (negrillas y subrayas por fuera del texto original)
Caso concreto: 

De acuerdo con las manifestaciones realizadas por el actor en su libelo petitorio, y además en su escrito de impugnación al fallo de primera instancia, se tiene que su inconformidad es con la respuesta que con ocasión del ejercicio del derecho fundamental de petición le brindó el Ministerio de Agricultura a través de varios memoriales. 

Considera el abogado accionante que las afirmaciones realizadas por esa Cartera Ministerial son transgresoras de los derechos fundamentales de su representada, toda vez que resultan ser respuestas evasivas al limitarse a decir que no es posible resolver el asunto relacionado con la entrega del examen médico de retiro que debió realizársele a la señora Marlene López Velásquez cuando se desvinculó del extinto INCORA, por no reposar en los archivos administrados por esa entidad la información solicitada. Con ello lo que se podría pensar es que el derecho principal que invoca es el de petición, lo cual guarda relación también con el precedente jurisprudencial del cual hizo cita tanto en su escrito inicial como en el de impugnación, acerca del deber de las autoridades de resolver de fondo las peticiones elevadas ante ellas.
A partir de este punto se anunciará que la decisión de primer nivel será confirmada, ello porque analizando las diversas respuestas brindadas por el Ministerio de Agricultura, obrantes en los folios 15 al 22 y 33 del encuadernado, siendo el actor conocedor de todas ellas, como se extrae de los contraargumentos que respecto de ellas sostiene, comparte esta Colegiatura la tesis sostenida por el Juez de Primer grado, en el sentido de que tales pronunciamientos que evidentemente no resultan favorables a lo pretendido, no constituyen en sí ningún tipo de desconocimiento a los derechos de la señora Marlene, pues de acuerdo a los lineamientos jurisprudenciales trazados, respecto de la efectividad del derecho de petición, se extrae con facilidad que la respuesta a una solicitud no necesariamente implica aceptación de lo pedido, basta con explicar de forma clara las razones por las cuales ello no es posible, como así se le explicó al actor en los memoriales expedidos por el Ministerio, especialmente el que se puede observar a folio 33, el cual abarca una explicación normativa clara respecto del asunto. 
Ahora, mírese también que si bien en la actualidad el Ministerio de Agricultura es la entidad que se encuentra encargada de la custodia y guarda de la información laboral dejada por el extinto INCORA, no se traduce ello en el deber de adelantar gestiones de carácter laboral que por orden lógico le correspondían a esa última en condición de empleadora, y mucho menos con sustento en normas que ya han perdido su vigencia con el pasar del tiempo, pretermisión que fue pasada por alto por la actora, no solo ante la pasividad para solicitar la práctica del examen de retiro, sino por acudir después de tanto tiempo a la solicitud de amparo constitucional, no comparte entonces la Sala el criterio planteado por quien representa sus intereses, toda vez que el hecho generador de la transgresión alegada no es en sí la ausencia de respuesta a su petición, sino la negativa a dar trámite y efectivización a una solicitud que dejó fenecer. 

Mírese además que también se convierte en un sinsentido pretender que después de 14 años, se le practique una valoración que establezca en qué estado de salud se encontraba al momento del retiro de sus labores, pues evidentemente ello no guardaría relación con su situación actual, que muy posiblemente pudo variar con el paso del tiempo, al implicar un posible avance en las patologías que pudo adquirir en su momento, o el surgimiento de nuevas patologías inexistentes al momento del retiro. 
Sin embargo, es esa la conclusión a la cual se puede llegar por un mecanismo tan expedito como es el de la acción de tutela, que ante su característica perentoria impide la práctica de otro tipo de pruebas que permitan llevar a una alternativa distinta, lo cual resulta como una de las razones por las cuales, en tratándose de pretensiones de carácter laboral las que pretender resolver la señora Marlene López Velásquez, lo pertinente será que acuda, como bien dijo el Juez de primer nivel, a los demás mecanismos de defensa ante la jurisdicción ordinaria laboral.  
Lo dicho hasta ahora es suficiente para llevar a esta Colegiatura a concluir que la decisión de primera instancia se acogió a los parámetros legales del caso, de acuerdo a ello, la misma se habrá de confirmar. 
Por lo expuesto, la Sala Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por la autoridad de la Ley,

RESUELVE:

PRIMERO: CONFIRMAR el fallo de tutela proferido por el Juzgado Segundo Penal del Circuito Itinerante de Pereira el 19 de julio de 2017, de acuerdo a las razones expuestas en la parte motiva de esta decisión. 
SEGUNDO: NOTIFICAR a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado
� Corte Constitucional, Sentencia T-01 de 1992.


� Sentencia T-219 de 2001.


� Sentencia T-219 de 2001.
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